
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / PRINCIPIOS DE SUBSIDIARIEDAD E INMEDIATEZ / NO SE CUMPLEN EN ESTE CASO.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. (…)
… según lo dejan ver las copias remitidas, ha omitido solicitar la entrega de los inmuebles en su favor, que por medio de este amparo ruega; claro es, entonces, que para obtener lo que pretende, eligió anticipadamente acudir a esta acción de tutela sin tener en cuenta el carácter residual y subsidiario que la reviste, de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, que dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable…
Es pertinente mencionar, en todo caso, que aun cuando no se formularon pretensiones para dejar sin efectos la sentencia que se profirió en ese asunto, y que en últimas es la que causa los efectos de los que se duele el demandante, es palmario que cualquier intención en ese sentido se vería truncada porque la audiencia en la que se profirió, se celebró el 1° de noviembre del año 2017.

Indudable es, entonces, que se rompe con la inmediatez, propia de esta clase de actuaciones, pues transcurrieron más de 17 meses entre esa actuación y la interposición de esta demanda el 2 de mayo anterior; se superó entonces, el tiempo de seis meses que se estima razonable para procurar por esta vía el quiebre de una decisión judicial, sin que se exprese o pruebe razón alguna que hubiera impedido hacerlo antes…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo diecisiete del dos mil diecinueve      
Expediente: 66001-22-13-000-2019-00392-00
                                       
Acta N° 199 del 17 de mayo del 2019   
Decide la Sala la acción de tutela promovida por Camilo Franco Bonilla contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local a la que fueron vinculados María Nilma Ortiz Parra, Martha Lucía Bonilla Mendoza, Gustavo Adolfo Henao Cortez y la doctora Olga Cristina García Agudelo, titular del Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira. 

ANTECEDENTES

Camilo Franco Bonilla, quien actúa en su propio nombre, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en la que aduce la violación de los derechos que denominó “al Debido Proceso, circulación y residencia y derecho económico de la propiedad privada”, vulnerados en la sentencia que profirió en el proceso ordinario para el cumplimiento de promesa de compraventa con radicado 66001-31-03-002-2012-00436-00.  
Explicó que heredó de su padre, quien falleció en el 2004, un apartamento con parqueadero en el conjunto residencial Torres de Alcántara de Pereira; para entonces, su mamá era su representante legal.

En el 2006 el señor Gustavo Adolfo Henao Cortés, esposo de su progenitora y quien contaba con poder ilegítimo otorgado por ella, le prometió en venta ese apartamento a la señora María Nilma Ortiz Parra, lo cual derivó en una posesión ilegal del inmueble por parte de la presunta compradora. 

Por lo anterior, inició un proceso reivindicatorio, con el cual pudo recuperar la posesión del apartamento en el 2014; pese a ello, la señora Ortiz Parra mediante un proceso judicial que impetró con posterioridad, y “rechazando los designios de la justicia” (sic) (f. 2), logró que el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, emitiera una sentencia en su contra, en la cual se le ordenó escriturarle el apartamento.
Finalmente, en febrero del 2018, fue privado nuevamente de la posesión del inmueble. 
Pide, en consecuencia, que se ordene la entrega del apartamento y del parqueadero, se cancelen la orden de embargo y las anotaciones derivadas del proceso ante la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos.

Previa inadmisión de la demanda (f. 67), se dio trámite a la acción; del juzgado accionado se solicitó la remisión de copias pertinentes y se ordenó la vinculación de los intervinientes en el proceso que se estudia.  
Por conducto de apoderado judicial, la señora María Nilma Ortiz Parra, manifestó que el señor Gustavo Adolfo Henao le prometió en venta el apartamento en contienda y de ella recibió $65.000.000,oo, dinero que sirvió para los estudios y manutención del menor Franco Bonilla, hoy accionante; que en el proceso de la referencia, se respetaron las garantías procesales y esta acción no cumple el requisito de inmediatez, toda vez que el fallo data del 2017 y ahora lo que falta es el cumplimiento en el proceso ejecutivo. 

El Juzgado Segundo Civil del Circuito remitió las copias de lo pertinente. 

El señor Gustavo Adolfo Henao Cortés explicó que su esposa, Martha Lucía Bonilla, madre del accionante, le otorgó un poder para enajenar sus bienes y los de su hijo, entre ellos el apartamento, que vendió a la señora María Nilma Ortiz Parra y cuyo precio fue invertido en la educación del menor en diferentes colegios privados de Bogotá; en relación con la sentencia que se ataca, adujo que fue ajustada a la ley y que en el proceso se respetó el debido proceso.
Mediante auto del 14 de mayo que pasó, se vinculó a la titular del Juzgado Primero Civil del Circuito, en consideración a que fue en ese Despacho donde se profirió la sentencia objeto de estudio (f. 88 y 89); ante ello la aludida funcionaria indicó que el trámite de la demanda se surtió conforme las normas procesales vigentes, que en ese proceso se desconocía sobre la existencia de la reivindicación a la que alude el demandante, y que la sentencia se profirió conforme a los preceptos normativos correspondientes. 

  



CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude en esta oportunidad el demandante, en procura de la protección de su derecho fundamental al debido proceso, para que se revoque la sentencia proferida en el proceso con radicado 




Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 





Sucede aquí lo siguiente: mediante sentencia del 1° de noviembre del 2017 (pág. 242, parte 1, CD. f. 84v), en el proceso para el cumplimiento de promesa de contrato que se reprocha, se le ordenó al accionante, allá demandado, suscribir la escritura pública de compraventa “para su posterior registro a favor de la señora MARÍA NILMA ORTIZ PARRA, sobre el apartamento 801 y parqueadero 100 del Edificio Torres de Alcántara Torre 1, ubicado en la carrera 13 bis No. 32B-37 de la ciudad.”.




Luego, ante el incumplimiento del compelido para suscribir el contrato, la parte demandante, el 19 de junio del 2018, pidió ejecutar la sentencia (pág. 61, parte 4); consecuencia de ello, de conformidad con el artículo 434-2 del CGP, el Juzgado decretó el embargo de los referidos inmuebles mediante auto del 23 de julio del 2018 (pág. 66, parte 4), cautelas que fueron inscritas en los respectivos certificados de tradición, del apartamento y el parqueadero, el 1° de agosto de ese año (págs. 74 y 80 respectivamente).




Hay que decir que es inexistente alguna prueba en el expediente que demuestre que el demandante fue privado de la posesión de la manera como se narra en el último numeral del recuento fáctico de su demanda (f. 2).




Ahora bien, el accionante, se recuerda, con este amparo pretende (i) que se le entregue el apartamento y el parqueadero en contienda y que (ii) se cancelen las órdenes de embargo emanadas en el proceso y sus correspondientes anotaciones en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos.




Frente a ese panorama y sin perder de vista los lineamientos jurisprudenciales que acaban de explicarse, se ve clara la improcedencia de las pretensiones de esta acción de tutela.
Así se afirma porque según lo dejan ver las copias remitidas, ha omitido solicitar la entrega de los inmuebles en su favor, que por medio de este amparo ruega; claro es, entonces, que para obtener lo que pretende, eligió anticipadamente acudir a esta acción de tutela sin tener en cuenta el carácter residual y subsidiario que la reviste, de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, que dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante”.

Por el mismo motivo es improcedente la pretensión orientada a que se cancelen las cautelas que recaen sobre los inmuebles y sus respectivas anotaciones en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, dado que tampoco ha adelantado ninguna gestión en ese sentido ante el juzgado que lleva la causa.

Es pertinente mencionar, en todo caso, que aun cuando no se formularon pretensiones para dejar sin efectos la sentencia que se profirió en ese asunto, y que en últimas es la que causa los efectos de los que se duele el demandante, es palmario que cualquier intención en ese sentido se vería truncada porque la audiencia en la que se profirió, se celebró el 1° de noviembre del año 2017.

Indudable es, entonces, que se rompe con la inmediatez, propia de esta clase de actuaciones, pues transcurrieron más de 17 meses entre esa actuación y la interposición de esta demanda el 2 de mayo anterior; se superó entonces, el tiempo de seis meses que se estima razonable para procurar por esta vía el quiebre de una decisión judicial, sin que se exprese o pruebe razón alguna que hubiera impedido hacerlo antes; máxime cuando, según informa, fue despojado de la posesión del inmueble desde febrero del año 2018 y nada hizo hasta ahora para recuperarla.  

Sobre ese punto, se han pronunciado la Corte Constitucional
 y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, en el sentido de que si bien no existe un término de caducidad o prescripción específico para promover la acción de tutela, hay que proponerla en un tiempo razonable, por cuanto de lo que se trata es de la protección inmediata de un derecho fundamental, por la agresión o amenaza actual e inminente.
Sobra decir, que ningún perjuicio irremediable se ha invocado y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación; ni una situación que lleve a flexibilizar tal exigencia.
Corolario de lo anterior de declarará la improcedencia del resguardo y se absolverá a los demás citados al trámite.  





DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Camilo Franco Bonilla contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local a la que fueron vinculados María Nilma Ortiz Parra, Martha Lucía Bonilla Mendoza, Gustavo Adolfo Henao Cortez y la doctora Olga Cristina García Agudelo, titular del Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira. 





Se absuelve a los demás intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia C-543-92


� Así se dijo, por ejemplo, en las Sentencias T-959T, T-1029, y T-1048 de 2008, T-287 de 2015, T-031 de 2016, Sentencia T-093/19, para citar solo algunas. 


� Sentencia de agosto 25 de 2014, radicación 11001-02-03-000-2014-01789-00, M.P. Margarita Cabello Blanco





6

